
veer a los expertos de la misma las facilidades administrativas 
para el cumplimiento de sus funciones. En el caso de que los 
expertos deban desplazarse por razones de su trabajo fuera de 
su sede local habitual, el Gobierno ecuatoriano asumirá los 
gastos de viaje, alojamiento y manutención correspondientes.

4. Otorgar a los expertos españoles que, en virtud del pre­
sente Acuerdo, se desplacen a Ecuador, los privilegios y fran­
quicias correspondientes de conformidad con la legislación vi­
gente que ampara el Convenio Básico de Cooperación Técnica 
suscrito entre los dos países el 7 de julio de 1971, y a cada uno 
de ellos la suma de diez mil sucres mensuales en concepto de 
ayuda para gastos de residencia y mantenimiento.

ARTICULO XI

El presente Acuerdo Complementario entrará en vigor a 
partir de la presente fecha.

Hecho en la ciudad de Quito a los veintiocho días del mes 
de julio de mil novecientos ochenta y dos, en dos ejemplares 
igualmente auténticos.

Por el Gobierno de España,
Antonio de Oyarzábal Mar- 

chesi,
Embajador de España

Por el Gobierno del Ecuador, 
Luis Valencia Rodríguez, 

Ministro de Relaciones Exte­
riores

El presente Acuerdo entró en vigor el día 28 de julio de 1982, 
fecha de su firma, de conformidad con lo dispuesto en su ar­
tículo XI.

Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 20 de agosto de 1982.—El Secretario general Técnico, 

José Antonio de Yturriaga Barberán.

MINISTERIO DE HACIENDA

21929 REAL DECRETO 2077/1982, de 27 de agosto, por el 
que se reorganiza la Dirección General de lo Con­
tencioso del Estado.

La presente disposición, por la que se se reorganiza la Di­
rección General de lo Contencioso del Estado, mantiene las 
líneas maestras bajo cuya perspectiva el Centro directivo fue 
creado, pues en aquéllas se diseñaron las pautas de progreso 
y de acomodo a las novedades ofrecidas por el Decano nacional 
y extranjero que han sido siempre el norte de actuación de 
dicho Centro.

En tal sentido deben tenerse presentes, ante todo, las refor­
mas operadas en nuestro sistema por la Constitución de mil 
novecientos setenta y ocho, que garantiza la legalidad en la 
actuación de los poderes públicos, consecuencia lógica de ha­
berse declarado la justicia como valor superior del Ordenamiento 
Jurídico; ello comporta que la necesidad, siempre sentida, de 
mantener unidos los pareceres que en derecho se emitan sobre 
la actuación estatal se potencie en el momento presente y se 
plasme en la organización interna de la Dirección General de lo 
Contencioso del Estado, Centro Superior Consultivo, sin per­
juicio de las competencias atribuidas a otros órganos.

Debe destacarse por ello el impacto de los principios cons­
titucionales en el proceder de los Organos Asesores en Dere­
cho, cuya manifestación más importante se traduce en las dos 
Subdirecciones Generales con cometidos específicamente con­
sultivos; a la tradicional labor de asesoramiento jurídico del 
Estado y de sus Organismos Autónomos, se añade, como ya hizo 
el Real Decreto ciento sesenta y uno/mil novecientos ochenta y 
uno, do cinco de febrero, la del análisis de la constitucionalidad 
de los proyectos de ley del Gobierno y de las normas y actos 
emanados de las Comunidades Autónomas, con la finalidad de 
que en todo momento el Ordenamiento Jurídico se acomode a 
la nueva estructura del Estado prevista en la Constitución, apa­
reciendo además la Dirección General y los órganos dependien­
tes de ella con facultades asesoras de las Comunidades Autóno­
mas, cuando éstas lo soliciten, en tanto en cuanto son parte 
integrante de la organización territorial del Estado instauradas 
por la Constitución.

La función del Centro Superior Consultivo tiene una singular 
plasmación en la que se contrae a la actividad específica de 
la Hacienda Pública, pues no en vano la Dirección General se 
incardinó en el Ministerio al que sigue perteneciendo; el prin­
cipio de justicia financiera ha de conseguirse con total acomo­
do a los principios constitucionales, de ahí la necesidad del 
asesoramiento jurídico, en fase prelegislativa, en la elaboración 
de las normas reglamentarias y, en general, en la aplicación 
del Derecho financiero.

La Dirección General desde siempre ha sido además el Orga­
no encargado de dar unidad a la labor contenciosa del Estado; 
la obligada referencia a la justicia constitucional tiene nece­
sario reflejo en la presente disposición que además destaca 
como novedades más recientes las funciones encomendadas a

la Abogacía del Estado, por la normativa del Tribunal de Cuen­
tas y del Servicio de lo Contencioso del Estado en el extranjero.

Debe hacerse mención, asimismo, de las nuevas tareas en­
comendadas al Gabinete de Estudios en orden a la formación 
permanente de los Abogados del Estado y en especial en las 
materias relacionadas con la eventual aplicación del Derecho 
comunitario europeo.

Por último, conviene poner de relieve que la índole de las 
funciones propias de la Administración Consultiva determinan 
ciertas peculiaridades de la misma de obligado reflejo en la nor­
mativa reguladora de su estructuración orgánica.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda, con los 
informes de la Dirección General de Presupuestos y de la Se­
cretaría General Técnica del Departamento y la aprobación de 
la Presidencia del Gobierno, previa deliberación del Consejo 
de Ministros en su reunión del día veintisiete de agosto de mil 
novecientos ochenta y dos.

DISPONGO:

Artículo primero.—La Dirección General de lo Contencioso 
del Estado, que desempeña las funciones que le atribuye su 
Estatuto, aprobado por Real Decreto-ley de veintiuno de enero 
de mil novecientos veinticinco y su Reglamento Orgánico de 
veintisiete de julio de mil novecientos cuarenta y tres, y de­
más disposiciones a ella referentes, queda reorganizada en la 
forma que a continuación se dispone.

Artículo segundo. Uno.—Asistirán al Director general de 
lo Contencioso del Estado los Subdirectores generales de Ré- 
gimen Interior, de lo Consultivo, de lo Contencioso, de Régimen 
Jurídico Tributario, el Abogado del Estado-Jefe ante el Tribunal 
Constitucional, el Jefe del Gabinete de Estudios y el Secretario 
general.

Dos.—No obstante lo anterior, el Director general de lo Con­
tencioso del Estado podrá distribuir funciones y asuntos entre 
los Abogados del Estado o disponer la actuación individual o 
conjunta de quienes puedan tener especiales conocimientos de 
!a materia en cada caso, independientemente de su adscripción 
a un órgano determinado.

Artículo tercero. Uno.—El Director general de lo Contencioso 
del Estado será sustituido en casos de vacante, ausencia, en­
fermedad o, en general, cuando concurra cualquier otra causa 
justificada, por el Subdirector general de Régimen Interior y, 
en su defecto, por los restantes Subdirectores, con arreglo al 
orden que determine el mayor tiempo de servicio en el Cuerpo

El Director general podrá delegar en los Subdirectores las 
atribuciones que estime conveniente para el mejor desempeño 
de los servicios, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
de Régimen Jurídico de la Administración del Estado.

Dos.—A cada Subdirección General, al Gabinete de Estudios 
y a la Secretaría General se adscribirán los Abogados del Es­
tado adjuntos que la correspondiente plantilla determine de 
acuerdo con las necesidades del servicio.

En casos de vacante, ausencia, enfermedad o, en general, 
cuando concurra cualquier otra causa justificada, sustituirá a 
cada Subdirector general el Abogado del Estado adjunto que sea 
designado a tal fin por el Director general de lo Contencioso 
del Estado y, en su defecto, los restantes adscritos a la respec­
tiva Subdirección General, con arreglo al orden que determine 
el mayor tiempo de servicios en el Cuerpo.

Artículo cuarto.—La Subdirección General de Régimen Inte­
rior tendrá a su cargo:

a) Las funciones referentes al régimen de personal del Cuer­
po de Abogados del Estado.

b) La estadística general e inspección de los servicios en­
comendados a la Dirección General, a las Asesorías Jurídicas y 
a las Abogacías del Estado, sin perjuicio de las funciones atri­
buidas a la Sección Especial, creada en la Inspección General 
del Ministerio de Hacienda por Decreto de tres septiembre de 
mil novecientos cuarenta y uno.

c) Las labores de informática en relación con los diversos 
servicios encomendados al Cuerpo de Abogados del Estado.

d) Las funciones relativas a la selección y formación, en su 
caso, del personal del Cuerpo de Abogados del Estado, sin per­
juicio de las normas reguladores de su ingreso.

e) La dotación de personal auxiliar y material de los dis­
tintos centros servidos por Abogados del Estado, así como llevar 
el Registro, Archivo, Biblioteca, Habilitación de personal y ma­
terial y en general todo lo relativo al régimen interior de la 
Dirección General.

f) Cualesquiera otras funciones del Centro directivo que no 
resulten específicamente atribuidas a otros órganos del mismo.

Artículo quinto.—Uno. La Subdirección General de lo Con- 
sultivo tendrá encomendadas las funciones que correspondan al 
Centro directivo respecto del asesoramiento en Derecho de la 
Administración del Estado y de sus Organismos autónomos 
salvo en las materias encomendadas a otros órganos por el pre- 
sente Real Decreto.

Dos. Especialmente corresponderá a la citada Subdirección 
la función consultiva en materia constitucional, que compren­
derá:



a) El asesoramiento, cuando lo solicite el Gobierno o cual­
quiera, de sus miembros, sobre la constitucionalidad de los pro­
yectos de disposiciones generales de cualquier rango que hayan 
de someterse a la aprobación de aquél.

b) El examen de las disposiciones y resoluciones de las Co­
munidades Autónomas que, conforme a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional, sean susceptibles de im­
pugnación ante dicho Tribunal, emitiendo a tal objeto el opor­
tuno informe en Derecho, a petición del Gobierno o cualquiera 
de sus miembros.

Artículo sexto.—La Subdirección General de lo Contencioso 
tendrá a su cargo el desempeño de las funciones que corres­
pondan al Centro directivo en cuanto se relacionen con:

a) La representación y defensa del Estado y de sus Orga­
nismos Autónomos ante cualesquiera jurisdicciones, así como 
de las demás Entidades públicas, en los casos establecidos en 
las leyes.

b) Las reclamaciones previas al ejercicio de acciones civiles 
o laborales en vía judicial.

c) Los expedientes relativos al pago de costas a que fuere 
condenado el Estado.

d) Las cuestiones de competencia.
e) Los procedimientos parajudiciales en que esté interesado 

el Estado.
f) La asistencia a la Abogacía del Estado ante el Tribunal 

de Cuentas.

Artículo séptimo.—La Subdirección de Régimen Jurídico Tri­
butario tendrá a su cargo:

a) El asesoramiento jurídico en materia tributaria, velando 
especialmente por:

a’) La adecuación a Derecho de los proyectos de Ley de re­
forma del sistema tributario y de cualesquiera otros de carác­
ter fiscal.

b’) La observancia del principio de legalidad en la elabora­
ción de las normas reglamentarias.

c') El respeto de los principios constitucionales en la apli­
cación de la normativa tributaria.

b) La dirección de las funciones consultivas que en materia 
tributaria corresponden con carácter exclusivo a las Asesorías 
Jurídicas del Ministerio de Hacienda y a las Abogacías del 
Estado.

c) La defensa de la legalidad en la vía económico-adminis­
trativa, coordinando e impulsando las funciones que la nor­
mativa en vigor encomienda a los Secretarios de los Tribunales 
Económico- Administrativos.

d) La dirección técnico-jurídica, la gestión y el control del 
Impuesto de Sucesiones.

Artículo octavo.—La Abogacía del Estado ante el Tribunal 
Constitucional desempeñará sus funciones conforme a lo pre­
visto en el Real Decreto mil cuatrocientos veinticinco/mil nove­
cientos ochenta, de once de julio.

Artículo noveno.—Uno. El Gabinete de Estudios tendrá a 
su Cargo:

a) La realización de trabajos, preparación de dictámenes o 
despacho de expedientes que le sean especialmente encomen­
dados por el Director general de lo Contencioso del Estado.

b) La elaboración de proyectos de disposiciones relativas a 
los diferentes servicios atribuidos a los Abogados del Estado 
y a otras materias que interesen a la Dirección o al Cuerpo 
de Abogados del Estado o que el Ministro estime oportuno en­
comendar a aquélla.

c) La preparación de publicaciones, la promoción de estu­
dios y trabajos de investigación y la organización de actividades 
que tengan por finalidad el conocimiento y difusión de mate­
rias y cuestiones jurídicas de ámbito nacional o internacional, 
con especial atención al derecho de las Comunidades Europeas.

d) La elaboración y conservación de archivos completos de 
legislación y jurisprudencia.

Dos. El Gabinete de Estudios contará con las colaboracio­
nes precisas para la mayor eficacia de su misión y a él podrán 
adscribirse, en atención a su preparación, los especialistas en 
las materias o actividades que se estimen necesarias, tengan 
o no la consideración de funcionarios públicos.

Artículo diez.—Uno. La Secretaría General tendrá a su car­
go Jas funciones de relación con toda clase de organismos, en­

tidades y centros nacionales, extranjeros e internacionales, y el 
desarrollo de Jas actividades de asistencia al ejercicio de las 
funciones del Director general que por éste se consideren ne­
cesarias o convenientes.

Dos. Anualmente redactará una Memoria que refleje las 
actividades de la Dirección General de lo Contencioso y del 
Cuerpo de Abogados del Estado.

Artículo once.—Uno. La Comisión de Coordinación y Vigilan­
cia estará presidida por el Subdirector general de Régimen In­
terior, y formarán parte de la misma los Vocales Abogados del 
Estado adscritos a cada una de las zonas en que, a estos 
efectos, la Dirección divida el terirtorio nacional, señalando su 
número y ámbito territorial comprendido en cada una de ellas.

Dos. Son funciones de la referida Comisión:

a) Coordinar el desempeño de las funciones y servicios en­
comendados a los Abogados del Estado.

b) Vigilar el cumplimiento de los objetivos asignados a 
cada uno de los programas que hayan de cumplirse por los 
Abogados del Estado, verificando la realización de los trabajos 
propios de dichos funcionarios.

c) Determinar el nivel de productividad de cada Abogado 
del Estado a los efectos procedentes.

Artículo doce.—Uno. El Ministro de Hacienda y él Director 
general de lo Contencioso del Estado continuarán ostentando, 
respecto del personal y de los servicios del Cuerpo de Abogados 
del Estado, cuantas facultades les confieren el Estatuto apro­
bado por Real Decreto-ley de veintiuno de enero de mil nove- 
cientos veinticinco y el Reglamento Orgánico de veintisiete de 
julio de mil novecientos cuarenta y tres, cualquiera que sea 
el Ministerio, Centro, dependencia u órgano jurisdiccional en 
que los funcionarios de dicho Cuerpo se encuentren destinados 
o en que aquellos servicios se presten.

Dos. Las Asesorías Jurídicas establecidas en los Departa­
mentos ministeriales, Centros directivos y Organismos Autóno­
mos de la Administración, sin perjuicio de la dependencia que 
deriva de su adscripción orgánica al respectivo Ministerio, Cen­
tro u Organismo, están sometidas en el ejercicio de sus fun­
ciones a las directrices e instrucciones de la Dirección General 
de lo Contencioso del Estado.

DISPOSICION ADICIONAL

Uno. La Dirección General de Jo Contencioso del Estado, 
las Asesorías Jurídicas Ministeriales y las Abogacías del Esta­
do podrán prestar asesoramiento en Derecho a las Comunida­
des Autónomas cuando éstas así lo soliciten.

Dos. Las peticiones de informe deberán proceder del Presi­
dente del Consejo de Gobierno, si se solicita el parecer del 
Centro Directivo, y de los miembros de aquél en los demás 
supuestos.

Tres. Este asesoramiento jurídico no será prestado cuando 
exista contraposición de intereses entre la Comunidad Autóno­
ma de que se trate y el Estado u otras Corporaciones o Insti­
tuciones Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Uno. Por el Ministerio de Hacienda se dictarán las dispo­
siciones que en su caso fueren necesarias para la ejecución 
del presente Real Decreto.

Dos. Queda derogado el Decreto dos mil quinientos cua­
renta y ocho/mil novecientos setenta y cuatro, de nueve de 
agosto, y cuantas disposiciones se opongan al presente Decreto, 
que entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

DISPOSICION TRANSITORIA

A efectos de lo previsto en la disposición adicional del pre­
sente Real Decreto, se equiparan a las Comunidades Autónomas 
los Entes Preautonómicos y los de Régimen Foral.

Dado en Palma de Mallorca a veintisiete de agosto de mil 
novecientos ochenta y dos.

JUAN CARLOS
El Ministro de Hacienda, 

JAIME GARCIA AÑOVEROS


